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Resumen: La estructura del cabildo, la institución política básica
del gobierno español ultramarino en la provincia de Durango, Nueva Vizcaya,
durante el siglo xviii, fue
similar a la de otros territorios novohispanos. Sin embargo, el gobernador,
cabeza de esta ancestral institución, entabló relaciones conflictivas con otras
autoridades (oidores de la Audiencia, oficiales reales, vecinos) que se
convirtieron en relaciones de poder. En concreto ―durante
el periodo de las reformas borbónicas―,
a propósito de las elecciones para integrar el gobierno local. A partir de
fuentes de archivo y con una revisión comparada de bibliografía histórica especializada,
concluimos que los conflictos políticos en esta parte norte del territorio son
reflejo de desventajas geográficas (tardías comunicaciones, lejanía del centro
político), indisposiciones personales (desconocimiento de la autoridad,
incompetencia para ejercer los cargos públicos, desinterés por bajos sueldos),
y de reformas legislativas inaplicables en el contexto local.
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Abstract: The structure of the council, the basic political institution of the
overseas Spanish government, in the province of Durango, Nueva Vizcaya, during
the 18th century, was similar to that of other Hispanic territories. However,
the governor, head of this ancestral institution, established conflicting
relationships with other authorities (hearing lawyers, royal officers,
neighbors) which became power relations. In particular ―during
the period of the Bourbons reforms―, regarding the elections to
integrate the local government. From archival sources and a comparative review
of specialized historical bibliography, we conclude that political conflicts in
this northern part of the territory are a reflection of geographical
disadvantages (delayed mail, lack of political center), personal indispositions
(disknowledge of authority, personal incompetence, disinterest due to low
wages), and legislative reforms inapplicable in the local context.
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Introducción


Analizar la vida de los cabildos novohispanos es importante
porque su dinámica refleja no sólo su complejidad interna, sino también el
mundo que los hizo existir y perdurar. Pueden ser estudiados desde diferentes
perspectivas y sus múltiples aristas desdoblan planos ―políticos, jurídicos, demográficos― y horizontes temáticos propios
del desarrollo de las ciudades o villas en donde fueron establecidos. En este
caso, pretendemos destacar el intrincado plano jurisdiccional, donde ocurren
traslapes de mando por vacíos legales, sobreinterpretación, conveniencias
prácticas, rivalidades y protagonismos, todo ello en un contexto de común
comportamiento entre las autoridades virreinales y acentuado en las del
ayuntamiento.


Los primeros cabildos establecidos en Durango, Nueva Vizcaya,
perduraron varios siglos. Por ello, sucintamente relatamos su origen. Su
evolución en la localidad explica también los principales problemas que padeció
el gobernador con otras autoridades virreinales; después exponemos de qué forma
se dieron las elecciones de alcaldes ordinarios y sus designaciones en el siglo
xviii. 


Si bien existe información de la villa y ciudad de Durango
durante este periodo, hay pocas investigaciones que expliquen la integración
jurídica de los cabildos y sus lazos con otras autoridades del orbe indiano
dentro de este territorio. El estudio demográfico y arquitectónico de la ciudad
ha sido fundamental y orientador[1],
pero hace falta integrar otras perspectivas. El presente trabajo busca llenar
vacíos existentes respecto al muy extendido tema de la vida política de los
integrantes de estas instituciones. La problemática acontecida en esta parte
del septentrión novohispano y sus características propias y singulares ocurren
en gran medida por su lejanía del centro del virreinato de la Nueva España[2].








1. Origen y fundación de los primeros cabildos de Durango (Nueva
Vizcaya)


Los primeros cabildos que se instituyeron en América
obedecieron a esa idea cortesiana de superponer un orden legal, con ciudades y
villas, al orden autóctono existente, idea realizada por los primeros
conquistadores y repetida en la parte central del territorio mexicano. El
norte, seminómada, escasamente poblado, tuvo sin embargo una integración legal
y administrativa similar al resto del virreinato, con población indígena traída
de otras tierras y un asentamiento español separado de este último. Así fue fundado
el primer cabildo de la Nueva Vizcaya en 1563. La institución fue cambiando al
permitir la elección de sus integrantes por parte de sus miembros; esta
característica tuvo modificaciones y acarreó las primeras disputas, pues
algunos consideraban que ese derecho era exclusivo de las autoridades reales. 


Entre quienes cuestionaron este derecho figura el propio
Hernán Cortés, que en una carta escrita a los reyes menciona las desventajas de
permitir que las elecciones de los cabildos se hagan por miembros distintos a
los designados por su majestad. La carta dice a la letra: 


Digo, muy católico señor, que no conviene a su real
servicio ni a la buena orden de la gobernación destas partes que las tales
elecciones se hagan por otra persona sino por el gobernador que v. m. en ellas tuviere; por muchos
inconvenientes e escándalos que se podían seguir[3].


La postura de la Corona fue aplicar un término medio debido a
las circunstancias que el inmenso territorio transoceánico tenía, pues difícilmente
un gobernador podría nombrar alcaldes y regidores para cada una de las
regiones; por tanto, el monarca determinó que se llevaran a cabo elecciones
internas, surgidas de las bases o raíces del cabildo, es decir, de los
regidores y alcaldes que en sus inicios fueron nombrados por los primeros
colonos. De esta manera se perpetuó un sistema que dejaba de lado la
centralización y permitía que el poder se ejerciera con autonomía, sin dejar de
lado los intereses de la Corona, presentes mediante la figura de los regidores
perpetuos y la confirmación de los alcaldes por parte del gobernador o
autoridades reales[4].


Si bien el control seguía ejerciéndose por las autoridades
centrales de la Península, esta forma de elecciones resolvió la operatividad
práctica de los cabildos. Desde su surgimiento en la Alta Edad Media el cabido
fue un lugar político de los vecinos de villas y pueblos, donde por regla
general la elección de sus integrantes no dependía completamente de la voluntad
regia. Sin embargo, esta relativa independencia fue disminuyendo con el
surgimiento de los regidores perpetuos y con la disposición de que estos cargos
fueran vendibles y renunciables. Con todo, los alcaldes ordinarios siguieron
siendo de elección del cabildo[5].



La investigación actual reconoce que, en general, el Estado
designaba a las personas encargadas del poder político y judicial. Los
gobernadores, alcaldes mayores y corregidores representaban en realidad los
intereses de la Corona, y mediante la confirmación de los cargos y el sistema
de enajenación, seguían manteniendo el control[6]. Sin embargo, es
importante aclarar las condicionantes de autonomía en estas instituciones en
regiones apartadas[7]
y por qué el gobierno central se reservaba controles, vetos y la última palabra
para quienes ejercieran los cargos.


Autonomía que no fue total ni sin supervisión; pero las
distancias con la metrópoli ―que
suponían meses o incluso años de correspondencia―
configuraron una forma de gobernar y aplicar justicia con amplios criterios de
interpretación de quien gobernaba o aplicaba la justicia; por eso la existencia
de un extendido «arbitrio judicial» y el «casuismo». Muchas de las decisiones
que para bien servir a la Corona dieron una cierta autonomía a las
instituciones y a sus actores principales, se evaluaban luego de manera
integral con esa invención extraordinaria, implementada en todo el territorio
americano, conocida como juicio de residencia, que tuvo, entre otros logros,
disipar el temor de que se empoderaran auténticas autonomías locales y
provinciales[8].
Todo esto se relaciona también con la política de contrapesos que la monarquía
formuló para sus posesiones ultramarinas, como explicaremos más adelante con
algunos ejemplos.


En general, los ayuntamientos estaban integrados básicamente
por alcaldes ordinarios y regidores. La regulación esencial para el
establecimiento de estas autoridades fue dada por Carlos i. Las ordenanzas dicen que «los
regidores de los pueblos debían ser elegidos anualmente por los vecinos o
dueños de propiedades dentro del pueblo, y no podían ser reelectos sino hasta
después de un periodo de un año. Esa había sido la costumbre medieval de los
pueblos libres de la España medieval. Los alcaldes ordinarios habían de ser
electos anualmente por los regidores, el primero de enero, y no podían ser
reelectos sino hasta después de dos años»[9]. Esto cambió después con
las reformas borbónicas por una elección cada dos años[10]. Y
respecto a los regidores, estos dejarían de ser cargos de elección para ser
cargos vendibles y renunciables, aunque en algunos lugares siguieron existiendo
los perpetuos, por gracia real[11].



Alrededor de los alcaldes ordinarios y regidores existían los
oficios de cabildo, estos eran generalmente el alférez real, alguacil mayor,
fiel ejecutor y depositario general, de naturaleza no electiva. Existieron
excepciones: cabildos en los que se incorporaron otros cargos concedidos como
merced o porque era inexcusable añadirlos[12]. Todo dependía de la
región, pues no era lo mismo un cabildo de la costa, uno del norte o uno del
centro de la Nueva España; cada uno tenía necesidades propias de acuerdo con su
geografía y actividades productivas. Encabezados siempre por un gobernador, un
alcalde mayor o un corregidor, de acuerdo con el tipo de territorio. 


De esta manera, los ayuntamientos fueron ensayando un proceso
de crecimiento y consolidación a lo largo de los años; no se instalaron desde
un primer momento con toda la forma y rigor que presumen los expedientes ni con
todos los miembros del cabildo. En sus inicios se constituyeron por
nombramiento de su fundador y después de ello fueron creciendo. Esto lo podemos
observar claramente para el caso de la Nueva Vizcaya. Su gobierno comenzó en
1562, cuando se le otorgó el nombramiento de gobernador a Francisco de Ibarra,
que nombró su cabildo al momento de la fundación de la villa de Durango en
1563. Su primera administración municipal estuvo integrada por él como gobernador
y capitán, el teniente de gobernador fue Bartolomé de Arriola, el tesorero
Martín López de Ibarra, el factor y veedor Juan de Heredia y un escribano,
Sebastián de Quiroz[13].
En ese momento no se nombraron alcaldes ordinarios, pues la organización
obedeció a un orden primario. La instauración del cabildo permitió que se
comenzara con la repartición de los solares urbanos y tierras entre los
primeros vecinos que se asentaron. Con la instalación del gobierno se comenzó a
delimitar la jurisdicción civil y eclesiástica en este territorio, en donde se
entrelazaron las relaciones sociales, jurídicas, políticas y culturales[14].
Sin embargo, nueve años después ya encontramos un cabildo más completo e
integrado.


Como se observa (Tabla 1), para esa época todavía los
oficiales reales formaban parte del ayuntamiento ―el
tesorero, contador y factor son parte del mismo cuerpo institucional―. Sin embargo, esto cambió
con el tiempo y en 1622, por cédula real, se mandó retirar a estos de los
cabildos[15].


No tenemos noticias de lo acontecido con el cabildo durante
un largo periodo de tiempo, por falta de estudios y por falta de documentación,
ya que en siglo xix se generó un
incendio que consumió parte del archivo del cabildo[16]. 





Tabla 1. Cabildo de Durango en 1572

 (Fuente: Tamarón y
Romeral, 1937, pp. 47-48)


Hacia 1778 tenemos noticias más completas de la organización
del cabildo, ya sin oficiales reales (Tabla 2). El gobernador presidía
las reuniones y aunque legalmente no contaba con voz y voto, en la práctica
debió ejercer ese derecho, pues en el desarrollo efectivo de estas
instituciones los gobernadores llegaron a tenerlo. Además, ante la ausencia de estos,
eran los alcaldes ordinarios o el teniente quienes podían presidir las juntas[17].
Ante las recurrentes ausencias del gobernador, suplirlo suponía una gran
responsabilidad que al cabo del tiempo fortaleció a los alcaldes. Para lugares
en donde la cabeza del cabildo estaba presente ―ya
fuera alcalde mayor, corregidor o gobernador―,
no debieron existir temores por la sustitución temporal, pues sus alcaldes
ordinarios eran débiles, tal como vemos en Guanajuato, en donde los alcaldes
ordinarios «no llegaron a tener tanta importancia»[18] y sus
superiores se impusieron con fuerza. En Durango, el gobernador casi nunca
estaba en el cabildo: durante el extendido periodo que va de 1636 a 1739,
aproximadamente, pasó la mayor parte del tiempo en Parral[19]. La
enorme distancia que separa ambas ciudades dio un sentido y tono diferente al
cabildo, pues ahincó conflictos sobre la jurisdicción o reconocimiento del
gobernador ante otras autoridades, como veremos más adelante. También probó el
buen funcionamiento de la maquinaria real, pues a pesar de los conflictos
existentes la ciudad de Durango dio continuidad al cabildo, aun con los
conflictos que existieron para integrarlo[20]. Esto se puede ver en su
conformación para el año de 1778.





* Según palabras del autor, son de Durango, Vizcaya, en España,
pero el texto no lo especifica. Respecto al nombre del gobernador, este lo
obtuvimos del texto de Pacheco Rojas, 2001, p. 269.


Tabla 2. Miembros del cabildo municipal en 1778

(Fuente: Vallebueno
Garcinava, 2005, p. 132)


En este cabildo se centra el presente artículo; no
concretamente en sus miembros, sino en su temporalidad (siglo xviii) y en las relaciones que existían
entre la cabeza del cabildo y las otras autoridades, tales como oficiales
reales, oidores de la Audiencia de Guadalajara, entre otros. Daremos luego
notas sobre la vida política de los alcaldes ordinarios para mostrar
someramente cómo fue su elección y los sinsabores que vivieron para lograr su
consolidación dentro del sistema colonial. Aunque en muchas regiones no padecieron
trastornos, en la Nueva Vizcaya, destacado lugar en la organización de
gobierno, vieron aumentadas las ya esperadas dificultades.







2. El gobernador como máxima autoridad del cabildo y sus relaciones
de poder


El nombramiento de la máxima autoridad local, el gobernador,
estaba reservado a la Corona; así ocurría en la mayoría de las localidades
novohispanas con alcalde mayor, corregidor o gobernador. Esto, de acuerdo con
una ley de Indias que así lo establecía[21]. La confirmación de los
alcaldes ordinarios, en cambio, podía provenir de los gobernadores[22],
virreyes, presidentes y corregidores, según la ley de Indias[23]. Para
el caso de Durango, en Nueva Vizcaya, era hecha por el gobernador[24].
En otras localidades, como Guanajuato, la confirmación la hacía el virrey, así
como la venta de las regidurías vacantes[25]. Otra variante propia del
septentrión novohispano fue el nombramiento de los alcaldes mayores hecho por
el gobernador y no directamente por la Corona; además, este podía conocer
judicialmente de causas referentes a las alcaldías mayores de la provincia [26].
Sin embargo, la confirmación de estos cargos era hecha o por la Audiencia de
Guadalajara[27]
o por el comandante general de las Provincias Internas[28], lo que
en su momento acarreó dificultades. 


A continuación, anotamos algunos inconvenientes a los que el
gobernador se enfrentó para hacer el nombramiento de los alcaldes mayores, y luego
algunos conflictos típicos de jurisdicción entre el gobernador y las
autoridades reales, para dimensionar sus preocupaciones regulares.


Ante todo, subrayamos la importancia y primacía del encargado
del gobierno municipal, el gobernador, representante de la autoridad real, que hacía
cumplir las leyes de la monarquía, las órdenes superiores y, en general,
mantenía el sistema imperial en su territorio[29]. De esto dependía el
buen funcionamiento y equilibrio en el gobierno, la confirmación de alcaldes
ordinarios, el nombramiento de alcaldes mayores, entre muchas otras funciones. La
Audiencia de Guadalajara, a su vez, se encargaba de la venta de las regidurías
para el caso de la Nueva Vizcaya[30]
y de las confirmaciones de los alcaldes mayores. 


De esta manera todo quedaba en poder del Estado, aunque no
siempre de común acuerdo. Ejemplo de ello es lo acontecido con el gobernador
Ignacio Francisco de Barrutia y, años más tarde, con el gobernador Felipe de
Barry en la designación de sus alcaldes mayores.


Comenzando con el gobernador Francisco de Barrutia, podemos
mencionar el proceso de elección durante su gestión y las limitaciones que tuvo
para conducirlo. A su llegada había instaladas 19 alcaldías mayores, por lo
cual procedió a hacer los nombramientos, como estipulaban las leyes ―el procedimiento indicaba
hacer pública la solicitud y promover información de méritos―. Sin embargo, problemas
dentro de su gobierno, económicos, políticos y geográficos, influyeron en la
designación de los alcaldes mayores. Los principales fueron la profusa extensión
de la región y la falta de pobladores en ella[31].


El bando para la promoción de las alcaldías mayores se
publicó en marzo de 1728 y, al parecer, no tuvo la respuesta esperada, pues a
mediados del año solamente se habían nombrado seis de las diecinueve. La poca
respuesta al bando obedecía a varias causas, según el gobernador. En primer
lugar, a la falta de personal competente en la gobernación y, en segundo, a la
molestia que suponía obtener la confirmación ante la Audiencia de Guadalajara,
por la larga distancia que separaba a ambas demarcaciones. Ante lo cual el
gobernador promovió dispensa de ello, aunque no existe información que confirme
o repruebe su solicitud[32].


Además de nombrar a sus alcaldes mayores, era obvio requisito
de un gobernador habitar su ayuntamiento, cuestión que eludió el gobernador de
la Nueva Vizcaya como pudo para residir fuera de la demarcación. Ejemplo de
ello es lo acontecido en 1776, cuando el gobernador Felipe Barry solicitó
permiso a las autoridades para establecerse en San Bartolomé. Argumentaba que
el comandante general de las Provincias Internas, Teodoro de Croix, había prohibido
a los gobernadores en turno cobrar ganancias resultantes del nombramiento de
las alcaldías mayores. Barry pretextaba que no podía subsistir en la villa de
Durango ni despachar los asuntos políticos solamente con su sueldo de
gobernador interino y solicitaba vivir temporalmente en la villa de San
Bartolomé. De esta forma se le autorizó vivir provisionalmente fuera de la
capital y con el sueldo completo de gobernador en propiedad[33].


Sin embargo, lo anterior no lo exceptuaba de cumplir sus
responsabilidades, quizá entorpecidas en algunos aspectos, pero auxiliadas y
suplidas, entre otros, por los alcaldes ordinarios. Una de las funciones torales
del gobernador era aplicar justicia en primera instancia y conocer de las
apelaciones interpuestas en contra de los alcaldes ordinarios, según la Recopilación
de las Leyes de Indias de 1680[34],
lo que no significa que en los hechos ocurriera de esta manera en el territorio
neovizcaíno. En una muestra de expedientes penales de 1755 a 1822 solamente hay
testimonio de que el alcalde ordinario enviaba los expedientes al gobernador
para que este los continuara, o viceversa, pero no existía ningún expediente
penal que hubiera llegado en apelación al gobernador. En sentido estricto, no
se mencionaba la palabra «apelación», ni figuraba el proceso completo;
solamente se observaba una modificación de la sentencia en varios casos. Es
importante aclarar que los gobernadores no podían solicitar para sí las causas
que los alcaldes hubieran comenzado, a menos que el mismo alcalde la enviara
para su revisión[35],
pues existía la jurisdicción concurrente o acumulativa y debía respetarse
la competencia del que hubiera iniciado la causa[36]. 


Los encargados de conocer las apelaciones a las sentencias
dictadas por el gobernador eran los oidores de la Audiencia de Guadalajara, con
excepciones: en años próximos a la fundación de la villa de Durango se enviaban
solo a la Audiencia de México. En 1563 se planteó el problema de que esta, por
concesión de Luis de Velasco y Ruiz, segundo virrey de la Nueva España (1550-1564),
estaba al tanto de las apelaciones de la Nueva Vizcaya, las mismas que le
correspondían a la de Guadalajara[37].



Esto motivó a los oidores guadalajarenses a solicitar la
remisión de las causas pertenecientes a dicho territorio, pues argumentaban que
aquella gobernación estaba


dentro de este reino y las apelaciones que de él se
interponen, pasando por el reino, las llevan a México y no vienen a esta
Audiencia, contra lo que Vuestra Majestad tiene proveído, que las apelaciones
de los gobernadores vayan a las audiencias más cercanas y, siéndolo esta, no se
hace así[38].



El Consejo de Indias, pocos años después, concedió a la
Audiencia de Guadalajara el conocimiento de estas causas mediante una cédula
real dictada en 26 de mayo de 1573. Con esto se dejó en claro la autoridad que la
asistía sobre las apelaciones contra sentencias dadas en la gobernación de la
Nueva Vizcaya[39].



Esto no significó una relación de cordialidad entre la Audiencia
tapatía y los gobernadores de la Nueva Vizcaya, puesto que existieron diversos
conflictos entre dichas autoridades. La tardanza de los oidores en resolver las
apelaciones originó desavenencias; por otra parte, los miembros del tribunal de
Guadalajara pugnaron ante el Consejo por sustituir a los gobernadores con alcaldes
mayores; el argumento era que los oficios otorgados en Nueva Vizcaya eran dados
al más acaudalado postor, permitían la venta de indios y no rendían cuentas de
los bienes de difuntos, entre otras irregularidades. La Audiencia no podía
remediar esas complicaciones, porque el gobernador en turno (1588) no obedecía
a ningún juez enviado de aquella provincia. Empero, la solicitud no prosperó y
los gobernadores continuaron en este territorio durante todo el periodo virreinal,
y la Nueva Vizcaya, siguió subordinada a la Audiencia para el conocimiento de
las apelaciones[40].


Podría pensarse que el transcurrir de los años alivió las tensiones,
pero no fue así. En 1767 incoaron una queja las autoridades de la Nueva Vizcaya
que llegó hasta el Consejo de Indias por el mal proceder de los ministros de la
Audiencia de Guadalajara, quienes intentaban afianzar su autoridad en el
maltrato y desprecio de los demás[41].
Esto tampoco significa que las relaciones entre ambas autoridades fueran
tirantes siempre, pero sí muestra que existieron y estuvieron presentes largo tiempo;
no fueron simples malentendidos que requirieran conciliación, sino conflictos
que escalaron hasta llegar a instancias superiores como el Consejo de Indias. 


Por tanto, el gobernador no tuvo una tarea fácil, ni como
cabeza de cabildo en el territorio de su alcaldía, ni en el inmenso territorio
de su jurisdicción, pues, como podemos ver, el desarrollo de sus funciones dependía
de la armonía en las relaciones con otras autoridades y con los vecinos.







3. El gobernador y los conflictos con los oficiales reales


Las lides del gobernador iban más allá de inconformidades con
las autoridades de la Audiencia o con el comandante general de las Provincias
Internas, también estaban presentes con los oficiales de la Real Hacienda y los
vecinos. Las grandes distancias con el centro del virreinato y la Península,
así como las penurias económicas evidentes, abiertamente demeritaban las
competencias del gobernador y confirmaban su falta de reconocimiento. Muestra
de ello es lo acontecido durante el gobierno de Francisco de Barrutia (1728-1733).
Una de sus principales quejas ante el virrey Casafuente fue la indisciplina de los
vecinos de Durango: según el gobernador, todos sus antecesores habían tenido
problemas para ejercer su autoridad, pues los pobladores hacían lo que les daba
en gana con desobediencia a los mandatos[42].


Sin embargo, las confrontaciones más graves ocurrieron con
los oficiales reales de la Caja Real de Durango, Ramón Joseph de la Vega y
Sotomayor y el factor Luis Manuel del Campo. El pleito se suscitó debido a que
el gobernador les ordenó realizar una diligencia fuera de su competencia y luego
les impuso una multa por inobediencia embargando sus bienes. Los oficiales incoaron
una queja solicitando respeto a sus personas y un trato digno e interpusieron
un recurso de suplicación ante el virrey. El incidente concluyó con una real
provisión dictada el 19 de abril de 1728 a favor de los oficiales reales[43]. 


Un caso análogo data de 1760 siendo gobernador Mateo Antonio
de Mendoza, que resolvió sin aprobación de la Real Hacienda liberar a un hombre
detenido por deudas del ramo de azogues, afectando con ello al cobro que motivó
su prisión, embargo de bienes y fianza por ellos, razón por la cual oficiales
de Hacienda acudieron ante el virrey en una primera instancia para reparar el
daño[44].
En 1761 sobrevino otro problema similar: nuevamente los oficiales reales de
Durango se opusieron al gobernador, esta vez ante el Consejo de Indias. Los
oficiales solicitaban al monarca el trato digno que merecían, pues desde su
llegada a Durango habían padecido ante el gobernador. Asimismo, solicitaban que
su sala se denominara Tribunal y poder desempeñar todas las funciones de sus
cargos, tales como recaudar, celar y mantener segura la Real Hacienda; lo que
les resultaba imposible por falta de autoridad, respeto y representación en que
se hallaban, ya que se cuestionaba su jurisdicción o se les concedía muy
restringidamente[45].
En ese momento el gobernador era José Carlos Agüero, sucesor del gobernador
Mateo Antonio de Mendoza. 


La respuesta del fiscal del Consejo fue a favor de los
oficiales de Real Hacienda, puesto que las leyes de Indias amparaban a los oficiales
reales para mandar hacer ejecuciones, prisiones, ventas, remates y cualquier
auto o diligencia para cobrar lo que se debiere; por todo, reconocían el
respecto y respaldo que los gobernadores, alcaldes mayores, virreyes, justicias
y oidores de las audiencias debían tener ante las autoridades de Hacienda y la
perfecta ejecución de sus deberes[46],
cargo que debían de respetar cooperando con los integrantes de la
administración para el buen desempeño de sus funciones, aunque tuvieran una
jerarquía jurisdiccional elevada.


Asimismo, el fiscal reconocía que, de acuerdo con las mismas
leyes[47],
debían acudir a la Audiencia más cercana o al virrey para no dificultar con
ello al Consejo. Razón por la cual el fiscal dictaminó que el virrey de México,
superintendente de Real Hacienda, era la persona indicada para solucionar el
conflicto. Es decir, aconsejaba acudir a las autoridades más cercanas para no
llegar hasta el Consejo de Indias; sin embargo, está claro que los oficiales de
Hacienda preveían la imposibilidad de resolver sus conflictos ante las
justicias del virreinato de Nueva España como muestran sus alegatos. El fiscal,
en su dictamen, concluyó que el Consejo podía mandar que la representación se
remitiera a manos del virrey, a fin de que decretara cumplimiento y observancia
de la ley por parte de los gobernadores y otras justicias del distrito de
Durango, reconociendo la jurisdicción, facultades y prerrogativas de los
oficiales reales en aquellos reinos[48].



Colegimos de lo anterior que la burocracia de la Monarquía
fue fundamental para consolidar el dominio en los nuevos territorios, pero su
aceptación local fue controvertida y disputada. Aunque se establecía un
principio de jerarquía en el que todos estaban incluidos ―aun los cabildos, la
institución básica de la pirámide, en la cual actuaban los jueces ordinarios y
el gobernador, siguiendo el modelo de la península ibérica―, los problemas de
traslapes de jurisdicción o falta de reconocimiento estuvieron presentes a lo
largo de los años. Sin embargo, el poder regio siempre buscó la forma de
solucionar dichos conflictos haciéndose presente por medio de su maquinaria
burocrática, y aunque los ayuntamientos tenían un sistema de contrapesos
instituido por el gobierno real ―teóricamente
con más autonomía―,
estaban controlados por los funcionarios reales[49].


Aunque nada quedaba fuera del poder real, la existencia de
pequeñas oligarquías verdaderamente poderosas generó conflictos entre los
grupos locales consolidados en la provincia y las autoridades nombradas por el
rey, que llegaban con un nombramiento y un cargo deseando ser reconocidos por
sus méritos o por la compra de sus cargos. Sin embargo, la Corona siempre promovió
soluciones con una política de contrapesos. En este sentido, John H. Parry
señala que «el gobierno imperial español tuvo la firme política de dar a sus
agentes en las Indias la mínima autoridad independiente, otorgándoles solamente
la que fuera necesaria para la administración efectiva»[50]. Pero
como aconteció en los casos mencionados, las distancias entre las audiencias y
las provincias de sus distritos dificultaron todo y provocaron que los
titulares del gobierno virreinal continuamente tomaran decisiones al margen de
la ley, haciendo un gobierno de jueces y no de leyes, hasta llegar en algunos
de los casos a un abuso de poder. Por el aludido sistema de contrapesos de la
Corona se podía acudir a instancias superiores para solucionar los problemas o
detener los excesos. Es decir, se podía ir más allá de una justicia local, ante
tribunales y justicias superiores, que con más objetividad y neutralidad darían
solución a los conflictos[51].


De tal forma, el gobernador, aunque fuera cabeza de cabildo y
tuviera una jurisdicción amplia en todo el territorio, debía acatar ciertos
lineamientos y respetar la jurisdicción de otras autoridades con las cuales
convivía.







4. Los alcaldes ordinarios y su elección durante las reformas
borbónicas


Los alcaldes ordinarios eran parte fundamental del cabildo y
su principal labor era aplicar justicia en primera instancia en materia
criminal y civil[52].
Sin embargo, no podían dictar sentencias de muerte o de mutilación[53].
En las primeras capitulaciones la justicia estaba exclusivamente en manos de
magistrados territoriales, como corregidores, gobernadores y alcaldes mayores,
pero con el tiempo a las nuevas ciudades y villas les fue reconocido «el
derecho natural» de elegir a sus jueces. Esto resultó beneficioso para la
Corona, pues tales oficios concejiles no generaban gastos para la Real Hacienda
y, además, permitió que la institución del cabildo se afianzara[54].


Hacia 1680 los alcaldes ya eran jueces naturales de
primera instancia para el fuero común, aunque sobre la misma zona hubiera otros
funcionarios superiores de justicia y gobierno. Una disposición de 1537 en
tiempos de Carlos i establecía
que los alcaldes ordinarios debían ser electos en donde no existiera gobernador
o su lugarteniente. El historiador Alejandro Agüero afirma que la norma quizá respondió
a un caso específico que se generalizó para que los vecinos eligieran a los
alcaldes cuando no existiera gobernador, puesto que la condicionante no refleja
la realidad indiana[55].


De tal forma, Agüero coincide con lo que Solórzano y Pereyra
expuso respecto a estas magistraturas locales: la justicia en manos de los
vecinos no era una excepción sino la regla; era parte esencial y no un elemento
excepcional. Inicialmente el ejercicio de la justicia se puso al alcance de
estos jueces municipales durante la fundación de las villas y ciudades de
españoles; ellos debían ser electos anualmente entre los vecinos. Esta elección
era tan legítima como la hecha por el monarca: «No era de otra suerte que si
por el mismo Rey hubieran sido nombrados, que es el que dio a los cabildos el
derecho de estas elecciones»[56].


La elección de los alcaldes ordinarios fue una práctica que
dio a la comunidad vecinal cierta autonomía y un espacio importante donde los
criollos fueron afianzando su poder. La independencia de los gobernadores para
dictar resoluciones difiere del autonomismo de los cabildos en que estos
velaban más por los intereses locales; los alcaldes mayores o gobernadores, por
los de la Corona[57].


Aunque los alcaldes ordinarios eran electos en el cabildo
debían ser confirmados por una autoridad superior. En otras áreas del
virreinato lo fueron por el propio virrey, como el caso de Guanajuato. En Durango,
quien confirmó la elección de los alcaldes fue el propio gobernador, quien
ejercía y tenía en sus manos esta facultad de acuerdo con las leyes de Indias. 


La estipulación escrita no liberaba de presiones o reclamos
futuros. Como dice Caño Ortigosa, la confirmación de los alcaldes ordinarios en
el cabildo era el momento de mayor tensión política, pues los conflictos de más
dificultad entre los cabildos y las autoridades superiores ocurrieron debido a
la interferencia de estas autoridades al presentárseles candidatos. Esto lo
podemos ver en Durango en la elección de los alcaldes ordinarios y la sospechosa
pérdida del documento relacionado a la confirmación de estos. Lo cual sucedió
cuando la norma de la ley de Indias (libro v,
título iii, ley x) se sustituyó por el artículo once de
la Real Ordenanza de Intendentes[58].


Como ahí se lee, al derogarse la ley de Indias, la elección
de los alcaldes ordinarios se haría en todos los distritos o subdelegaciones con
vecindario competente, tuvieran o no formal ayuntamiento; de tenerlo, se
elegiría por los vecinos de la forma acostumbrada por los regidores; en caso
contrario, lo haría directamente el gobernador o intendente. Es decir, la
confirmación la harían estos últimos, en los lugares que se hiciera elección,
lo que debió causar cierta confusión en algunos lugares donde el virrey
confirmaba. Para Durango, acostumbrado a la elección y confirmación por parte
del gobernador, no debía existir problema, sin embargo, lo hubo. Ante las interpretaciones
dispares de la ley recurrieron a la Audiencia de Guadalajara como tercero
desinteresado.


El nuevo orden legal del sistema de intendencias establecía
normas que para algunos no quedaban del todo claras. En la ciudad de Durango,
hacia 1790, la controversia surgió entre el gobernador Felipe Ortega y el ayuntamiento
por la elección de alcaldes ordinarios y cargos concejiles. Haciendo una sobreinterpretación
del artículo once de la Real Ordenanza de Intendentes, el gobernador intendente
se negó a confirmar las elecciones, lo que propició que el ayuntamiento recurriera
a la Audiencia de Guadalajara; la respuesta que esta emitió fue una real
provisión expresando los alcances y límites con que debía comprenderse el
citado artículo. El documento, convenientemente extraviado, años más tarde (1794)
intentó reconstruirse por el intendente José de Urrutia, quien mandó tomar
declaración a todas aquellas personas que habían formado parte del hecho con la
finalidad de recuperar su contenido. Quienes habían ocupado cargos capitulares
fueron interrogados y también todos aquellos que pudieron haber tenido algún
contacto con ella[59].


Gaspar Santa María, alcalde ordinario en 1790, declaró que el
documento prescribía que los miembros del cabildo se eligieran libremente,
siempre y cuando fueran dignos de ostentar el cargo. Tomó las declaraciones el
alcalde ordinario más antiguo, Buenaventura Chamorro, a Francisco Sañudo,
regidor alguacil mayor; a Joaquín Laurezana, alcalde provincial; a Gaspar Santa
María, alcalde ordinario en 1790 y a José Antonio Olvera, quien mencionó que
por su frágil memoria no recordaba lo que se había resuelto y propuso que se
pidiera la búsqueda del documento a los archivos del ayuntamiento. Todos los
demás coincidieron en que el dictamen de la Audiencia de Guadalajara había
favorecido al ayuntamiento, exponiendo que este podía nombrar libremente a sus
capitulares mediante elección sin que los intendentes pusieran impedimento en
ello[60].


En la conclusión del expediente se informaba al gobernador
intendente José de Urrutia de la inexistencia del documento en el archivo del
ayuntamiento. No conocemos más sobre este suceso[61]. Las
declaraciones citadas en el expediente muestran elementos fundamentales para
comprender la vida del cabildo con los cambios generados por las reformas borbónicas
respecto a las elecciones de los alcaldes ordinarios. 


No obstante, lo acontecido en la capital de la intendencia se
repite en todo el territorio neovizcaíno donde la elección de los alcaldes
ordinarios fue conflictiva, no tanto para su confirmación, pero sí para su
designación. Es importante aclarar que la elección no implicaba establecer un
cabildo completo con todos sus integrantes; según el artículo once de las
ordenanzas, jurídicamente estos son sujetos surgidos del cabildo; su nombramiento
es un intento por mantener o mejorar el control en los territorios sin ayuntamiento.
Vemos una muestra de ello en la intendencia de Durango, en la cual solamente
existían continuamente tres villas o lugares con ayuntamiento completo:
Durango, Santa Bárbara y Saltillo[62].
Por lo cual, de acuerdo con la Real Ordenanza de Intendentes de 1786, los
mencionados jueces municipales pudieron existir independientemente de los demás
miembros del ayuntamiento. El artículo once estipulaba que se nombrarían
alcaldes ordinarios para los pueblos o villas de vecindario suficiente,
tuvieran o no formal cabildo[63].


Sin embargo, el mencionado artículo no tuvo aplicación
amplia, debido quizá a razones prácticas: entre otras, el escaso poblamiento de
las villas de la intendencia y la preferencia para designar subdelegados que ejercieran
las cuatro causas. Así lo argumenta el gobernador intendente Felipe Díaz de
Ortega en diciembre de 1788, cuando explicaba que no había alcaldes ordinarios
por falta de vecinos que pudieran ejercer el cargo, dejando en ellos solamente
subdelegados elegidos por la intendencia para conocer de justicia, guerra,
hacienda y policía. Esto en los pueblos de San Juan del Río, Santiago
Papasquiaro, Villa de Nombre de Dios, Real del Oro y Valle de San Bartolomé. Los
sujetos que mejor podían ejercer el cargo residían fuera del pueblo para
atender sus haciendas y varios de ellos no tenían casa en la cabecera, por lo
cual se les dificultaba ejercer la jurisdicción por las materias de justicia y
policía, tal como lo estipulaba la Real Ordenanza de Intendentes[64].



Lo anterior cambió cinco años más tarde, en 1793, cuando el comandante
general de las Provincias Internas Pedro de Nava y el gobernador intendente
interino y teniente letrado en propiedad, licenciado Francisco José Urrutia, dispusieron
la elección de los alcaldes ordinarios para los territorios en donde no
existieran. Todo ello en acuerdo al artículo once en cuestión. Por lo cual se
efectuaron elecciones en Mapimí, Real del Oro, Nombre de Dios, Santiago
Papasquiaro y San Juan del Río. Esto concluyó con el conocimiento de las cuatro
causas por parte de los subdelegados, puesto que no cumplían con las calidades
que exigía la Ordenanza de Intendentes ni les daba el empleo lo necesario para
mantenerse. Razón por la cual existía una falta de administración de justicia y
un gravamen indebido a los vecinos. De tal forma, quedaron solamente a cargo de
los ramos de hacienda y guerra, y los alcaldes ordinarios, de la justicia y
policía; esto en arreglo al artículo setenta y siete[65]. 


El cambio se generó debido a que existía constancia de que en
dichas villas había suficiente número de vecinos españoles que podían ejercer
el cargo. Por lo cual se citó a los habitantes del pueblo principal y haciendas
circundantes. La elección era para iniciar el cargo el primero de enero de 1794;
el de más votos o el mayor de edad sería el alcalde de primer voto[66].



Con las mencionadas elecciones de 1793 la situación no
mejoró, pues nuevamente la falta de vecinos idóneos en las jurisdicciones impidió
el buen desarrollo y aplicación de las ordenanzas. Años más tarde, en 1796, el
gobernador intendente de Durango, Bernardo Bonavia y Zapata, propuso la
suspensión de las elecciones de alcaldes ordinarios bienales para sustituirlos
por subdelegados. Ante el insuficiente vecindario proporcionó una lista de los
españoles existentes en las 31 jurisdicciones o subdelegaciones de la provincia
de Durango elaborada con datos proporcionados por los justicias y curas de cada
distrito[67].


En esta lista se puede observar ―y así lo dice el gobernador intendente―, que los pueblos de
competente vecindario que cumplían con lo estipulado en el artículo once eran
solamente: Durango, San Juan del Río, el Parral, Real del Oro, el valle de San
Bartolomé y Chihuahua. En los demás lugares no lograban subsistir o mantenerse
las elecciones de alcaldes ordinarios por falta de vecinos. Propuso entonces el
nombramiento de subdelegados para sustituirlos en todos aquellos lugares donde no
podían ser electos. Tal fue el caso de Villa de Nombre de Dios, Papasquiaro,
Guanaceví, Batopilas, Topago, Cosiguaricahi, Canelas y Topia, Tamazula y
Sianori, Guajoquilla y Mapimí. Además, el mismo intendente pedía que incluso donde
existiera alcalde ordinario se nombrara también un subdelegado, puesto que aquellos
solamente tenían jurisdicción en la cabecera. Y concluía que no servía de nada
la mejora de las leyes si se carecía de jueces que las hicieran valer; es
decir, llamaba a mejorar la administración de justicia. De nada valía tener
sujetos condecorados, pero con falta de aptitud correspondiente, principal defecto
observable en las jurisdicciones de la intendencia de Durango, ya en los alcaldes
ordinarios, ya en sus subdelegados[68].



El intendente también sugería la eliminación de los cabildos
que preveía la real ordenanza por insuficiencia de personal necesario en la
intendencia para la conformación de estos. Una duración más prolongada de
subdelegados en los cargos permitiría la eliminación de aquellos, puesto que no
había el mínimo capital humano necesario en la intendencia para los
ayuntamientos. Y asimismo sugirió otorgar premios para estos cargos, debido a
que en la intendencia no había vecindario de indios para que disfrutaran por lo
menos el 5 % de la recaudación[69].


Sin embargo, según parece, la intención de eliminar a los
alcaldes ordinarios en las diferentes jurisdicciones no prosperó, pues en 1799
todavía tenemos noticias de su existencia en las distintas jurisdicciones, de
acuerdo con lo expresado en una carta del comandante Pedro de Nava[70].



En general, todos los anteriores conflictos no existieron
para la capital, Durango, pues en ella no residían subdelegados, sino solamente
el ayuntamiento, el gobernador intendente y teniente de gobernador. Por ello,
el gobierno continuó su vida sin ningún contratiempo. Tenemos una lista de
alcaldes ordinarios de 1755-1809 derivada de expedientes judiciales[71].
Desconocemos si, en su mayoría, eran peninsulares o criollos, pues no poseemos
más noticia de ellos que la información encontrada en los expedientes y el
libro de Saravia[72], que no arroja
información al respecto. Para el historiador Vallebueno Garcinava, el
ayuntamiento de 1778 estaba integrado en su mayoría por peninsulares, junto con
el gobernador Felipe Barry, que lo presidía[73]. Con esto y la
información para las distintas villas de la intendencia se pude inferir que los
alcaldes localizados podían ser en su mayoría peninsulares.







Conclusión


Los desencuentros jurídicos entre el gobernador y autoridades
regias nos permiten ver el funcionamiento de la maquinaria real del virreinato
en el norte novohispano. La comparación con otras regiones esclarecerá cuestiones
difusas y particularidades locales, puesto que los conflictos del norte, del
centro o sur del territorio no son equiparables. Una de las dificultades del
gobernador para la asignación de los alcaldes mayores fue la confirmación de los
oidores de la Audiencia de Guadalajara y, tiempo después, las taras para cobrar
las ganancias que esas designaciones le dejaban, por lo cual solicitó un cambio
de sede y de salario, descuidando de esta manera sus labores como cabeza de
cabildo. 


También pudimos observar los agrios conflictos de los
gobernadores con los oidores de la mencionada Audiencia y con los oficiales
reales de la localidad. Todo ello nos enseña un entramado jurisdiccional que
fomentaba los contrapesos ―recurrir
a otras autoridades para apelar decisiones, confirmarlas o aclarar
interpretaciones―, pero
de poderes exagerados y, por lo tanto, un traslape de jurisdicciones. Las
grandes distancias jugaron a favor y en contra de todos, para justificar un
criterio propio que a veces se alejaba de lo estipulado o chocaba con lo
designado por otras autoridades.


Para concluir, hemos atendido no solamente los conflictos que
el gobernador tuvo para las designaciones de los alcaldes mayores, sino también
para las confirmaciones de los alcaldes ordinarios debido a la implementación
de las reformas borbónicas. Un problema que irradió toda la intendencia de
Durango, y no tanto por acreditar a quién confirmaba en el cargo, sino por indisponibilidad
de vecinos calificados y dispuestos a ejercerlos.


A lo largo del artículo subrayamos las dificultades para
gobernar y ser cabeza de cabildo, aunque podemos simplificar diciendo que la
convivencia entre vecinos y autoridades no era armoniosa. En un territorio
hostil, solitario, lejano, donde procurarse lo más indispensable era ya un
triunfo y donde todas las relaciones políticas más o menos sencillas fueron tornándose
en complejas relaciones de poder por los diferentes factores que el septentrión
novohispano presentaba y que se acentuaron con el paso del tiempo. Grandes
distancias, escaso poblamiento, autoridades inconformes, y más, son algunas de
las cosas que, tal y como hemos reseñado, cobraron peso en la administración del
gobierno de Durango, Nueva Vizcaya[74].
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